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 Foro Hemisférico

“Liderazgo de las mujeres para la democracia de ciudadanía”
4-6 de abril de 2011

Washington, DC

Nota conceptual

Un balance de la ciudadanía política de las mujeres del hemisferio da cuenta de avances sustantivos en los últimos sesenta años, en que se lograron los derechos civiles y políticos de las mujeres, y el logro del derecho a la igualdad a nivel constitucional. Se han aprobado legislaciones favorables a la igualdad entre las mujeres y los hombres en casi todos los ámbitos. Las mujeres han aumentado los niveles de escolaridad, su inserción en el mercado laboral, un mayor acceso a recursos productivos, un mayor control sobre las decisiones reproductivas, así como un incremento en su autonomía económica. 
Estos avances en la posición y la ciudadanía de las mujeres, no guardan relación con el aún limitado acceso a las posiciones de decisión política en los organismos ejecutivos, legislativos, electorales y en los partidos políticos.  Las mujeres están subrepresentadas en las instituciones políticas, dada su proporción como ciudadanas y votantes, lo que convierte en uno de los más significativos desafíos para la construcción de una democracia ciudadana y la gobernabilidad.  Pese a los importantes avances en el marco legal y constitucional con el reconocimiento de la igualdad de derechos y la no discriminación, los cambios en la práctica cotidiana del quehacer de la política distan mucho del logro de la igualdad de representación política y de las demandas en este campo del movimiento de las mujeres en la región. La larga y difícil lucha de las mujeres por su ciudadanía desde hace más de dos siglos, continúa mostrando que aún persiste la visión del pensamiento ilustrado de una democracia con la exclusión política de las mujeres. 

El acceso de las mujeres a los cargos de representación política es escaso y condicionado por diversos factores de la desigualdad de género que obstaculizan su llegada a los poderes ejecutivo y legislativo. En la Cámara de Diputados las mujeres ocupan en promedio el 15% de los cargos mientras que solo accedan al 12% en la Cámara de Senadores.  De acuerdo a la UPI (2009), los países con mayor representación política de las mujeres en los parlamentos son en primer lugar, Argentina con un 41.6 %, Costa Rica con un 36.8% y Ecuador con 32.3% en la Cámara de Diputados, gracias a la aplicación de la Ley de Cuotas. En la administración pública, las mujeres representan apenas el 15% en promedio de los gabinetes ejecutivos de los gobiernos.  En los gobiernos locales, las mujeres representan menos del 10% de la dirección de las alcaldías, por lo que continúan estando subrepresentadas en la dirección y las decisiones de los poderes del Estado, y en las instituciones políticas.  En este contexto, la inclusión política de las mujeres continúa siendo uno de los retos pendientes, a la vez que una meta que las organizaciones de mujeres han colocado centralmente en todas las instancias oficiales y las conferencias intergubernamentales y no gubernamentales, desde la década de los setenta. 

Una de las estrategias temporales utilizadas para lograr mayores niveles de igualdad en el acceso a los cargos electivos y de alta dirección en el Estado ha sido el sistema de cuotas de participación en las listas de candidatos para los parlamentos, y en algunos países para el Ejecutivo y la Suprema Corte de Justicia (para este último en Argentina). Actualmente 11 países de Latinoamérica y el Caribe cuentan con leyes de cuotas de participación de las mujeres en las listas de candidatos para las elecciones en congresos y parlamentos. El primer país que aplicó la ley de cuotas fue Argentina en 1991, cuya experiencia ha sido la más exitosa, logrando cubrir el 30% estipulado en la ley. Siguiendo este ejemplo hoy en día se está trabajando para lograr cuotas de participación en el poder Ejecutivo. El único país que tiene cuotas para el sector público es Colombia. Las cuotas están siendo efectivas para aumentar la presencia de las mujeres en los parlamentos en algunos países, aún cuando todavía dista mucho del logro de la paridad.  Actualmente tres países de la región cuentan con la paridad, dos a nivel constitucional, Bolivia y Ecuador, y Costa Rica en la ley electoral.    
Seis décadas después de haber logrado sus derechos políticos, las mujeres siguen sujetas a condiciones que limitan y obstaculizan el ejercicio de sus derechos políticos. La construcción de la ciudadanía plena en América Latina y el Caribe tiene que considerar centralmente a más del 50% de la población de la región, que son las mujeres. La democracia ciudadana pasa necesariamente por la igualdad de derechos en el ámbito político, lo que supone la paridad en la representación política y en la dirección de todas las instituciones del Estado. 

La experiencia reciente de la región donde en los últimos cinco años se ha producido un aumento en el número de mujeres electas como presidentas en países con alta institucionalidad del Estado, como son Chile, Argentina y Costa Rica, demuestra que las mujeres se han convertido en una fuerza y alternativa política real para responder al liderazgo buscado por las y los ciudadanos en la solución de sus problemas cotidianos, así como para revitalizar el proceso de construcción de la democracia ciudadana en los países de la región.     

Exclusión de las mujeres de la dirección de los partidos políticos y de las posiciones prioritarias en las listas electorales
Las mujeres de Latinoamérica y el Caribe se han ido integrando a la actividad política partidaria desde hace varias décadas. Para los cinco países con información reciente sobre afiliación partidaria, las mujeres representan en promedio entre el 40 y el 50% de los afiliados (IDEA 2009). Sin embargo, la mayoría de las mujeres continúa en la base de los partidos políticos, con poco o ningún acceso a los mecanismos e instancias con poder de decisión. Once países de la región cuentan con Leyes de Cuotas de participación en las listas de candidatos para las elecciones en congresos y parlamentos, las cuales han encontrado diversas limitaciones para su aplicación y han tenido efectos disímiles según los países. La cultura político-institucional que predomina en los partidos tiene un marcado sesgo masculino, desde el cual se continúan promoviendo estereotipos tradicionales de género, que no incentivan la igualdad de género y la democratización interna de los mismos. Entre los principales problemas que las mujeres han identificado como obstáculos a su participación e incidencia al interior de los partidos políticos se encuentran:  los prejuicios de género en la selección de los candidatos a cargos electivos, determinados tipos de sistemas electorales que no favorecen el voto por las mujeres, la falta de institucionalidad y de transparencia de la mayoría de los partidos, la dificultad de compatibilizar las actividades políticas con las  responsabilidades familiares, las estructuras poco sensibles a la desigualdad de género y la cultura excluyente de las mujeres de los partidos, las limitaciones para acceder al financiamiento de la actividad política, las escasas oportunidades para la formación política, y los pocos estímulos y soportes familiares y de la comunidad para la participación política de las mujeres, entre otros. 

La mayoría de los partidos políticos también tienen dificultad para interpretar, asimilar e internalizar la nueva realidad de los países, así como las tendencias y la demografía de la región.  Siguen funcionando con base en supuestos y esquemas del pasado que ya no existen. Las mujeres hoy día están más educadas que los hombres, con mayor rendimiento escolar, tienen mayor esperanza de vida y además son las que garantizan el desarrollo del capital humano con su trabajo de cuidado e ingresos, y aún así siguen siendo marginadas de la política. La persistente resistencia de la dirigencia de las instituciones políticas presenta serias implicaciones para la construcción de una democracia de ciudadanía que se haga cargo de las propuestas de las mujeres en su lucha por una ciudadanía sustantiva, plena y diversa étnica y culturalmente.            

Limitaciones para la habilitación del derecho al voto

Las mujeres pobres, las indígenas, las campesinas y las desplazadas por conflictos armados continúan enfrentando obstáculos para ejercer el voto por la falta de un registro de identidad. Esta situación se observa con mayor intensidad en los países con mayor población con estas características, como es el caso de Perú, Guatemala, Bolivia, Ecuador, El Salvador, Colombia y Haití. UNICEF ha documentado también para estos países la alta población infantil sin registros de identidad en el Estado Mundial de la Infancia (2009). 

Los derechos de las mujeres y la igualdad de género han estado ausentes de las primeras generaciones de reformas de las instituciones del Estado
 en la región

Los procesos de reformas y de modernización del Estado en los países de Latinoamérica y el Caribe están abocados a replantear el contenido y los términos del quehacer de los poderes públicos, así como la relación de estos con las y los  ciudadanos.  De ahí que sea central para las mujeres su participación en estos procesos, ya que en ellos se están redefiniendo los términos del nuevo “contrato social”, entre las y los ciudadanos, el mercado y el Estado. Las reformas de las instituciones del Estado, sus enfoques, visiones, procedimientos y mecanismos no están integrando de manera central y transversal la igualdad de género ni los derechos de las mujeres. Para el avance en la ejecución de las políticas de igualdad de género se requiere que los enfoques y marcos que orientan las reformas de las instituciones del Estado, sus normativas, procedimientos y mecanismos consideren de manera central dichas políticas así como los compromisos en materia de derechos de las mujeres asumidos por los gobiernos.  En el ámbito político, también algunos países han realizado algunas reformas políticas (en sistemas electorales, la constitución, leyes de partidos políticos, etc.) con escasa o nula consideración de la dimensión de género, con implicaciones para una mayor democratización y para el avance en la construcción del Estado de Derecho. Parte de la dinámica de los procesos de exclusión económica, social y política es la dificultad de los grupos sociales discriminados, como son las mujeres, para influenciar las decisiones nacionales sobre las prioridades públicas y la inversión de los recursos del país. 

En este nuevo contexto, la construcción de un nuevo paradigma para una democracia de ciudadanía encuentra importantes desafíos para dar respuesta a las aspiraciones de libertad, igualdad, autonomía y autodeterminación de las mujeres de las Américas. 
En seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y de las Naciones Unidas (ONU) mediante el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, la CEDAW, la Carta Democrática Interamericana y otros acuerdos, la Comisión Interamericana de Mujeres, ONU Mujeres y la Secretaría General Iberoamericana están organizando el Primer Foro Hemisférico “Liderazgo de las mujeres para la democracia de ciudadanía”.

En el último quinquenio, se vienen desarrollando diversos diálogos nacionales y hemisféricos sobre los principales desafíos de la región para la construcción de una democracia de ciudadanía, desde los que  se han ido perfilando los contenidos para una resignificación del sistema democrático y sus instituciones.  Sin embargo, estos diálogos no están considerando de manera sustantiva los derechos de las mujeres ni  la paridad en la representación política.  

En el interés de que las visiones, aspiraciones y derechos de las mujeres de las Américas estén centralmente en los procesos de reformas políticas, de democratización y de modernización del Estado, la CIM, ONU Mujeres y SEGIB proponen abrir un proceso de diálogo sistemático que permita ampliar la comprensión sobre las implicaciones para una democracia de ciudadanía de los derechos e intereses de las mujeres en su diversidad.

Este proceso de diálogo se iniciará con este Foro hemisférico, el cual tiene los siguientes objetivos: 

· Aportar las visiones, experiencias y aspiraciones de las mujeres al proceso de construcción de una democracia de ciudadanía con igualdad plena entre hombres y mujeres.

· Mejorar la comprensión sobre los desafíos actuales que enfrenta el sistema democrático para garantizar el ejercicio de una ciudadanía sustantiva de las mujeres.
� Por modernización del Estado se hace referencia al “desarrollo y/o fortalecimiento de las capacidades políticas, institucionales, técnicas, financieras y administrativas del Estado para responder, gestionar y resolver estratégicamente las necesidades y expectativas de la ciudadanía y los nuevos desafíos de la economía y la sociedad moderna, de manera equitativa, oportuna, transparente, eficiente y participativa en un marco de garantías de los derechos humanos y de vigencia del Estado de Derecho” (Mones, 2004). 





